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Nuestro Gobierno, es un Gobierno de procesos, no simplemente de sucesos. Los hechos del pasado conforman nuestra historia, nos dieron carácter, soberanía y autodeterminación, principios y propósitos, experiencias permanentes, La democracia, sin embargo, exige que nuestro Gobierno sea un Gobierno de procesos, en busca del beneficio de los más, con respeto de los menos; procurando siempre estrechar su relación con la sociedad para lograr la mayor participación social.


Vivir la democracia y vivir en la democracia, son propósito y proceso inalterable de nuestro Gobierno. Se vive la democracia cuando se siente o se  hace día con día y se mantiene el propósito de formar y educar en la libertad de conciencia y en la conciencia de la libertad para pensar y trabajar. Se vive en la democracia cuando las leyes hacen prevalecer la justicia, fundada en el estado de derecho, es por esto que afirmamos que la justicia es condición de la democracia y garantía de la libertad.

Los mexicanos y en especial los jaliscienses, por imperativo de su ser y de su conciencia aman y buscan la libertad, porque es la condición de igualdad, la dignidad y la justicia para todos.

En nuestro sistema constitucional, tanto federal cuanto local, la jurisdicción, como función del Estado, se encuentra organizada para proteger al derecho, para evitar  la anarquía social que se produciría si cada quien se hiciera justicia por su propia mano; en una palabra, para mantener el orden jurídico, de ahí la importancia trascendente de la función que desempeña el Poder Judicial del Estado cuyos objetivos o fines medulares son: interpretar y aplicar la ley en cada  caso concreto y servir de fuerza equilibradota entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo.

Al hablar de la división de poderes, de la concurrencia, de la colaboración  legal y respetuosa entre los mismos, para llevar a cabo los altos fines que la nación se trazo desde sus primeros documentos constitucionales, nos ha hecho ratificar también, nuestra convicción en que esa colaboración armoniosa y respetuosa es piedra clave del edificio de la convivencia mexicana; presta vigor y sentido al andamiaje jurídico que lo sostiene y además expresa, porque así lo desea, porque así está mandado no solo en nuestras leyes, sino en nuestra conciencia, la decisión inquebrantable de los mexicanos de realizarse en la paz y de convivir la seguridad jurídica.
El Poder Judicial es independiente por mandato de la Constitución y de las leyes; pero su actividad siempre se encuentra vinculada, interpenetrada con la de los poderes legislativo y ejecutivo porque los tres operan sobre un mismo cuerpo político y social.


El Poder Judicial del Estado es responsable de la impartición de justicia, con estricto apego de la Ley, haciendo caso omiso de factores ajenos de  cualquier índole u origen que pretenda alterar la majestad de la justicia. 


El empeño por lograr una impartición de Justicia pronta, completa e  imparcial se ha traducido en importantes acciones emprendidas por el Supremo Tribunal de Justicia del Estado con el objeto de agilizar los trámites y abatir los rezagos en los asuntos judiciales.


El Ejecutivo a mi cargo, con respeto absoluto a la división de poderes, ha proporcionado los apoyos necesarios al expresado Poder a fin de que pueda cumplir íntegramente su función. En ese orden de ideas, ha sido y es preocupación de mi Gobierno avanzar en la impartición de justicia y por lo tanto durante nuestra administración nos hemos esforzado en reafirmar la independencia del Poder Judicial y la reorganización de los sistemas de ayuda legal, con el objeto de beneficiar  fundamentalmente a las personas de escasos recursos económicos

Es importante destacar que en beneficio de los jaliscienses, el Supremo Tribunal de Justicia ha implementando acciones de mejoramiento en los sistemas de impartición de justicia, resaltando la creación de diversas Unidades Administrativas indispensables para darle el respaldo necesario a la administración de  justicia; la  visitaduría general, como fórmula dinámica para realizar, desde el punto de vista técnico, jurídico y administrativo, la inspección y el reconocimiento a las diferentes dependencias del Poder Judicial; igualmente, la creación de la oficialía de partes, que permitió la distribución lógica y equitativa de las cargas de trabajo, sin exclusivismos entre los doce juzgados civiles y los cuatro familiares de esta ciudad; además se elevó a rango de Departamento, la oficina de Servicio Social y se creó la Dirección de Archivo, Estadística y Biblioteca; finalmente, con el objeto de lograr la consolidación de las dependencias mencionadas hubo necesidad de dotar al Supremo Tribunal de Justicia de infraestructura administrativa adecuada, por lo que se estableció la Dirección de Administración y Recursos Humanos.
El 17 diecisiete de marzo de 1987 mil novecientos ochenta y siete se publicaron en el Diario Oficial de la Federación las reformas a los artículos 17, 46, 115 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, promovidas por el Presidente de la República Miguel de la Madrid Hurtado; estas reformas jurídicas introdujeron avances importantes  en la legislación induciendo cambios indispensables que miren hacia el porvenir.

Esa Soberanía integrante del constituyente permanente, en acuerdo número 102, publicado en el periódico oficial “El Estado de Jalisco”, el 24 de marzo del año en curso, dio su voto aprobatorio a las reformas a los referidos artículos 17, 46, 115 y 116 de nuestra Carta Fundamental cuya iniciativa partió del propio Titular del Poder Ejecutivo Federal y que en esencia tienden al establecimiento de las bases constitucionales en relación a los poderes judiciales de las entidades federativas, sin menoscabo de la autonomía de los propios estados, habida cuenta que dicho ordenamiento legal cumple con su cometido de ser el estatuto nacional de los estados integrantes del pacto federal y en debida congruencia a lo en él establecido.

A efecto de cumplir con el imperativo establecido en el artículo SEGUNDO Transitorio de la reforma constitucional en comento y dado que Jalisco tiene una honda y vigorosa tradición en la justicia y en el estudio del derecho, se llevó a cabo el 18 de septiembre del año en curso una consulta sobre administración de justicia, habida cuenta que la consulta popular ha sido y seguirá siendo una parte importante de  nuestro estilo de gobierno y por ello convocamos a los profesionales del derecho, a investigadores, Colegios y Barras de Abogados existentes en la entidad a las instituciones de educación superior, a los sectores social y privado y a la ciudadanía en general al foro de consulta sobre dicha materia.

La presente iniciativa es resultado de la consulta aludida y por ello sostenemos que la misma tiene sustento en las opiniones y puntos de vista expresados por la ciudadanía.

A efecto, se propone la reforma a los artículos 34,  39, 40, 41, 43, 44, 45, 46 y 58 de la Constitución Política del Estado; así mismo, la reforma al párrafo cuarto y derogación de los párrafos quinto, sexto y séptimo del artículo 42, de la propia Constitución, por los razonamientos que a continuación se indican.

Debe reformarse el artículo 34, con el objeto de ubicar dentro del Título correspondiente al Poder Ejecutivo, la institución del Ministerio Público, habida cuenta que en términos de lo dispuesto por los artículos 13 fracción VII y 18 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado, compete a la Procuraduría General de Justicia, dependencia del Ejecutivo Estatal, la Dirección de Control de la citada institución del Ministerio Público así como el ejercicio de la acción penal y la vigilancia rigurosa de la correcta deducción de la misma. Sobre éste particular es dable resaltar  que actualmente se contempla al Ministerio Público en el artículo 44 de la propia Constitución, precepto éste que se ubica dentro del Título correspondiente al Poder Judicial.


Por otra parte, además del cambio de ubicación de la mencionada institución, lo que por sí solo justifica la reforma al numeral en comento, también  se pretende darle mayor claridad y precisión al referido precepto legal en el sentido de remitir a la Ley orgánica el Poder ejecutivo Estatal, todo lo relativo al establecimiento y determinación de las dependencias que pertenecen al referido Poder y las facultades que tendrán cada una de ellas.

En lo que se refiere a la materia del Poder Judicial, se propone la reforma al artículo 39 con la finalidad de destacar que el referido Poder Judicial del Estado se deposita tanto en el Supremo Tribunal de Justicia cuanto en los Juzgados de Primera Instancia, Menores y de Paz, siguiéndose en este sentido la regla establecida desde la Constitución local de 1857, reproducida en la vigente.

Igualmente, en el expresado numeral se establecen también las bases de la función  jurisdiccional a cargo del Estado, al mencionarse el fundamento  filosófico-jurídico de la administración de justicia así como la prohibición de que ninguna persona podrá  hacerse justicia por sí misma ni ejercer violencia para reclamar su derecho.

El robustecimiento de la garantía individual de acceso a la justicia quedaría a la mitad del camino sin las bases constitucionales relativas a los poderes judiciales locales. En este sentido las bases  propuestas por el Presidente de la Madrid previenen la necesidad de que los Tribunales de Justicia  cumplan plenamente con los principios que se contienen en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Es por ello que en el referido artículo 39 se propone el principio de que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estén expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las Leyes; así mismo como característica el que las resoluciones que estos emitan deberán ser de  manea pronta, completa e imparcial, habida cuenta que los procesos lentos y las resoluciones tardías no realizan el valor de la justicia, sino por el contrario orillan a la tentación disolvente de la justicia por mano propia con la consecuente ruptura del orden jurídico de convivencia.

Por último, en el propio artículo 39 se reproducen los dos párrafos que se refieren a la función jurisdiccional en materia administrativa y laboral, mismos que se encuentran actualmente vigentes y que establecen la competencia de los Tribunales de lo Contencioso Administrativo y de Arbitraje y Escalafón del Estado, siendo de suma importancia resaltar que Jalisco dio prueba de su tradición jurídica al haber establecido con antelación a la reforma efectuada al artículo 116 de nuestra Carta Magna en sus fracciones IV y V, la creación de ambos Tribunales con lo que también se hizo realidad un anhelo de los jaliscienses; la existencia de tribunales especializados para conocer la  función jurisdiccional en materias administrativas y laboral. 

La reforma que se propone a la fracción II, del artículo 40, se justifica con el objeto de otorgar competencia al Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado para resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las Salas del propio Tribunal, así como de los demás Tribunales pertenecientes al propio Poder Judicial, habida cuenta que históricamente dicha facultad estaba asignada al expresado Pleno desde la Constitución de 1824 y además porque es indispensable, por puridad jurídica y política, que dicho órgano sea quien resuelva este tipo de controversias.
De especial importancia es la adición propuesta con el objeto de otorgar facultad al propio Pleno para resolver en forma definitiva los conflictos administrativos y los que se susciten con motivo de las relaciones de trabajo, entre los tribunales pertenecientes al Poder Judicial y sus servidores públicos; así se garantiza y fortalece la independencia de dicho poder, dado que actualmente, por disponerlo la propia Constitución  Política del Estado en sus artículos 39 y 46 y la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, contra las resoluciones pronunciadas en materia laboral por el Pleno del supremo Tribunal, los servidores públicos pueden impugnarlas ante el Tribunal de Arbitraje y Escalafón, circunstancia ésta que no es conveniente dado que por encontrarse en la esfera del Poder Judicial, corresponde al propio Supremo Tribunal de Justicia el trámite y resolución de este tipo de controversias.

Finalmente, para dar congruencia a la adición antes señalada, se propone reformar el artículo 46 de la propia Constitución, estableciendo con toda claridad que en este tipo de asuntos laborales relacionados con los servidores públicos del Poder Judicial del Estado, deberá estarse a lo que se establezca en la Ley Orgánica correspondiente y en la Ley para los Servidores Públicos del Estado y sus Municipios. Por separado evitaré a la consideración de esa Soberanía las iniciativas de reformas y adiciones correspondientes a  dichos textos legales.

Dado que la fracción III del artículo 116 de nuestra Carta Fundamental, establece que los magistrados integrantes de los Poderes Judiciales locales deberán reunir los requisitos señalados por el artículo 95 del referido ordenamiento legal, se propone la reforma al artículo 41 de la Constitución Política local que a su vez señala los requisitos que deben satisfacer los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia del Estado por lo tanto se amplía la exigencia de que además de ser nativo del Estado o en su caso, tener su domicilio legalmente establecido, en ambos supuestos debe justificar residencia en la entidad durante los últimos cinco años, con ello se pretende que la oportunidad para ser designadas la tengan aquellas personas que por su residencia conozcan el foro en que impartirán justicia. Como excepción de éste requisito se señala el que la  ausencia sea motivada por el desempeño de algún cargo en el servicio público.


En el propio artículo 41 cuya reforma se propone se aumente la edad mínima para ser nombrado magistrado pasando de treinta años que actualmente establece la Constitución local a treinta y cinco, así  mismo se fija como límite máximo la edad de sesenta y cinco años, al día de la designación o elección. Esta reforma, además de ser indispensable por contemplarse tales requisitos en el artículo 95 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se estima adecuada por la trascendencia e importancia de las funciones que realizan los magistrados. En la iniciativa de reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, que en su oportunidad enviaré a esa Soberanía,  se precisa como edad límite para realizar labores en el Poder Judicial del Estado, la de setenta años.

En cuanto a los demás requisitos que se establecen en el expresado artículo 41 cuya reforma se propone, son los mismos que los contemplados en las diversas fracciones que contiene el artículo 95 de la multicitada Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo que se refiere al artículo 42, se propone reformar el párrafo cuarto del referido numeral, que actualmente establece como duración del cargo de  magistrados y jueces, el de seis años a partir del primero de abril del año en que inicie el período constitucional del Ejecutivo, proponiéndose que los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia del Estado duren en el ejercicio de su encargo cuatro años, contados a partir de la fecha en que rindan la protesta de ley, al término de los cuales, si fueren ratificados por el Ejecutivo del Estado y aprobada dicha ratificación por el H. Congreso Estatal, sólo podrán ser privados de su  puesto en los términos del Título Séptimo de ésta Constitución. 
Mediante la reforma aludida se establece la base constitucional para la inamovilidad judicial de los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, haciéndose realidad el anhelo de todos los servidores judiciales, sin que el establecimiento de la misma signifique que los servidores públicos de referencia se conviertan en impunes o invulnerables, dado que la inamovilidad de los Magistrados tiene su sustento en motivos de orden público respetables y elevados, sin que pueda considerarse como privilegio o un fuero del Juez, sino como garantía de respeto por parte de los Poderes Legislativo y Ejecutivo a favor del justiciable.

Se considera la inamovilidad como un presupuesto indispensable para que se logre la plena independencia del Poder Judicial, entendida ésta no solamente como un derecho del servidor público sino también con sus correlativas obligaciones que implican que el juzgador se dedique en forma exclusiva al desempeño de su elevada misión de impartir justicia, sin que por otro lado pueda estimarse que la inamovilidad sea una garantía bajo la cual podrán escudarse aquellos servidores público ineptos o indignos; existen ordenamientos legales aplicables para el caso de que los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia incumplan sus deberes y obligaciones. De la misma manera, cabe advertir que la inamovilidad nos es una investidura vitalicia, sino que fundamentalmente permite la seguridad al servidor público de que no será separado de su cargo, por decisión unilateral.
Es interesante destacar a esa Representación popular que la propuesta de que los magistrados duren en el ejercicio de su encargo cuatro años encuentra su sustento en que históricamente en la constitución local de 1824 y en el texto original del propio artículo 42 de la Constitución Estatal que actualmente se  encuentra vigente, esa era la duración establecida para los mencionados magistrados; pero además de ese fundamento histórico, se estima que dicho lapso de tiempo es suficiente para que se pueda apreciar la vocación, responsabilidad y en su caso la capacidad del servidor público designado, constituyéndose como requisito indispensable para que se obtenga la inamovilidad en el puesto, el de que previamente se hubiese desempeñado  durante los citados cuatro años el referido cargo de magistrado.

Por otra parte, se propone la derogación del párrafo quinto del mencionado precepto legal, habida cuenta que en él se establece que los magistrados que fueren designados en el curso del período constitucional durarán solamente hasta la conclusión del mismo,  hipótesis ésta que ya se encuentra contemplada en el párrafo segundo del artículo 63 de la propia Constitución local y fundamental porque de aprobarse la reforma que se pretende al párrafo cuarto del propio numeral, los nombramientos de los citados servidores públicos serán por cuatro años, los que se computarán a partir de la fecha en que se rinda la protesta de Ley. En tales condiciones, la duración del cargo será con independencia de la fecha de inicio del período constitucional del Ejecutivo y en su caso de la conclusión del referido período.

De la misma manera se somete a la consideración de esa Soberanía la derogación del párrafo sexto del multicitado precepto legal que, se refiere a que los magistrados y jueces sólo serán destituidos o inhabilitados, previo el juicio correspondiente establecido en el Título Séptimo de la propia Constitución, dado que por lo que se refiere a los mencionados magistrados, ésta limitante se incluye en el párrafo cuarto cuya reforma se propone y por lo que respecta a los jueces, se incluirá en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, cuyas reformas igualmente en su oportunidad someteré a la consideración de esa H. representación popular.
Finalmente, se pretende la derogación del párrafo séptimo del referido artículo 42, que permite al Titular del Ejecutivo del Estado solicitar al Congreso la destitución de cualquier magistrado o juez, dado que todo lo relativo a las responsabilidades en que pudieran incurrir los mencionados servidores públicos  se encuentra contemplado en el Título Séptimo de la propia Constitución Local, en donde incluso se concede a cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad, acción pública para denunciar, ante el Congreso del Estado, las conductas ilícitas  que cometan los mencionados servidores públicos y por tanto la derogación de que se viene hablando se justifica para darle congruencia a lo establecido en el referido Título Séptimo cuya reforma partió del Ejecutivo a mi cargo y fue aprobada por esa Soberanía.
En otro orden de ideas, en el artículo 43 cuya reforma también se somete a la consideración de esa Soberanía, se aborda todo lo relativo a los jueces y demás integrantes del Poder Judicial del Estado, señalándose con toda claridad que para el ingreso, formación y permanencia de los mismos, deberá estarse a los que sobre el particular  establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

En la iniciativa que por separado enviaré a la consideración de esa Honorable Legislatura, se otorga facultad al Pleno del Supremo Tribunal de Justicia para que expida el Reglamento de dicha Ley, así como  para que en él se determinen los cargos que deberán quedar sujetos a examen de oposición y los procedimientos para realizar tales exámenes, con el objeto de que se lleve a cabo la adecuada selección de los servidores públicos que tengan como vocación la impartición de justicia así como evaluar su experiencia y el talento necesarios para llevar a cabo esa alta misión.
En el artículo 44 cuya reforma se propone se establecen las bases para que en la Ley Orgánica del Poder Judicial, se garantice la independencia de los tribunales, la de los magistrados y jueces en el ejercicio de sus funciones, por considerarse ésta como un  requisito indispensable de la justicia moderna. En efecto el servidor público encargado de impartir justicia no ha de tener más subordinación que a la Ley, habida cuenta que el juez, debe ser primero juez de su propia conciencia, de su propia causa para poder otorgar justicia efectiva y responder en esta forma a su elevada investidura.
De la misma manea, en el propio numeral se sientan las bases de la carrera judicial al establecerse que los nombramientos de los magistrados y jueces del Poder Judicial, deberán ser hechos preferentemente de entre aquellas personas que presten o hubieren prestado sus servicios con eficacia y probidad en la administración de justicia. Igualmente, en el propio artículo se da la posibilidad de que puedan ingresar a prestar sus servicios en el Poder Judicial a aquellas personas que sin haber laborado en dicho poder, lo merezcan por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales, opción ésta que además de ser justa se considera indispensable para aprovechar la experiencia de los profesionales del derecho en otros campos, lo que se traduce  en un reflejo del principio de igualdad de oportunidades para todos nacionales.

Finalmente, se indica en el referido artículo que los magistrados y jueces percibirán una remuneración adecuada e irrenunciable en el ejercicio de su cargo, la cual no podrá ser disminuida, con lo que también se garantiza la seguridad en la percepción de los mencionados servidores públicos como un derecho  fundamental de los mismos, al ser innegable que los estímulos económicos son el medio más poderoso de atracción, por encima de cualquier deseo idealista o creencia romántica hacia cualquier actividad profesional.
La seguridad económica no debe estimarse tan solo como un derecho de los magistrados y jueces, sino como una exigencia social para la más adecuada realización del poder fundamental de impartir justicia; debe verse como un derecho del ciudadano para la mejor garantía de sus libertades y de su seguridad jurídica. El Jalisciense necesita y debe exigir que una función de importancia tan decisiva para su desarrollo humano y social, sea realizada por lo más selecto, humana y profesionalmente, de los juristas de la entidad.

Por otra parte, se somete a la respetable consideración de esa Soberanía la reforma a los párrafos segundo y cuarto del artículo 45 de la propia Constitución Local, con el objeto de que en el primero de los citados párrafos, se establezca claramente que será en la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo en donde se indicarán las normas tanto para su organización y funcionamiento, cuanto los requisitos que deben satisfacer los magistrados del propio tribunal; así mismo las condiciones para el ingreso y permanencia de los demás servidores públicos que  presten sus servicios en dicho Tribunal.

En el cuarto párrafo la reforma consiste en precisar que será en la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo, en la que se establecerán los procedimientos y los recursos contra las resoluciones que  pronuncie el referido tribunal.

En lo que se refiere a la reforma propuesta al artículo 46 de ésta Constitución, en obvio de inútiles repeticiones deberán tenerse por reproducidos los argumentos que sobre este particular se expusieron al hacer referencia a la modificaciones pretendidas al artículo 40 de la propia Constitución Local.

Finalmente, se propone la reforma la texto actual del artículo 58, con el objeto de que sea congruente con la reciente modificación que se hizo  al artículo 6° de la propia Constitución Local, al haberle modificado el concepto del “Supremo Poder del Estado”, por el del “Poder Público del Estado” y por lo tanto debe cambiarse el concepto que se utiliza en el  expresado artículo 58 de los “Supremos Poderes del Estado” por el correspondiente a los Poderes del Estado “ por el correspondiente a los “Poderes del Estado” habida cuenta que en el multicitado artículo 116 de nuestra Carta Fundamental se hace referencia al concepto del poder público, ya que se insiste en que de acuerdo con el sistema republicano, representativo, popular y democrático imperante en el país, el poder público es uno solo, dividido para su ejercicio en tres poderes.
En cuanto a los artículos transitorios, debe destacarse que en respeto de las garantías que la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos confiere a todo ciudadano, los nombramientos de los Magistrados y Jueces expedidos durante el presente período constitucional, subsistirán por el tiempo que fueron otorgados, salvo el caso de renuncia o destitución.

Por otra parte, se destaca en los propios transitorios que, en el caso de que con posterioridad a la entrada en vigencia de las presentes reformas se expidieren nombramientos en favor de nuevos Magistrados y Jueces, éstos deberán de cumplir los requisitos establecidos tanto en ésta Constitución cuanto en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. A éstos  servidores públicos les corresponderá iniciar la carrera judicial implantada en las reformas propuestas.

En otro transitorio se indica que los conflictos de competencia existentes entre los tribunales a que se refiere el primer párrafo del artículo 39 de ésta Constitución, que estén substanciándose en las Salas del Supremo Tribunal de Justicia, deberán ser remitidos en la etapa procesal en que se encuentren para su resolución al Pleno del supremo tribunal de Justicia del Estado, único facultado con base en las reformas  propuestas para dirimir estas controversias.

En el último de los transitorios se precisa que los conflictos laborales que actualmente se tramitan ante le Tribunal de Arbitraje y Escalafón,  en los que intervengan servidores públicos que pertenezcan al Poder Judicial del estado, deberán de concluirse por dicho Tribunal siguiendo el procedimiento establecido en la Ley  para los Servidores Públicos del estado de jalisco y sus Municipios.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento además en lo dispuesto por los artículos 16, fracción II, 23 fracción I, 26 y 35 de la Constitución Política del Estado, por su digno conducto me permito someter a la consideración de esa Soberanía, la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO

QUE REFORMA LOS ARTICULOS 34, 39, 40, FRACCION II, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 58 DE LA CONSTITUCIÓN POLITICA DEL ESTADO Y QUE ADICIONA CON UNA FRACCIÓN IX EL CITADO ARTICULO 40 DE LA PROPIA CONSTITUCION.
